"2016, Año de Elisa Griensen Zambrano"
Comisión de Programación, Presupuesto y Hacienda Pública

H. CONGRESO DEL ESTADO

PRESENTE.- 

La Comisión de Programación, Presupuesto y Hacienda Pública, con fundamento en el artículo 88 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, artículo 80 del Reglamento Interior y de Prácticas Parlamentarias del Poder Legislativo ambos del Estado de Chihuahua, somete a la consideración de ese Alto Cuerpo Colegiado el presente dictamen, elaborado conforme a los siguientes 

A N T E C E D E N T E S

I.- Con fecha seis de diciembre del año dos mil dieciséis, se turnó a esta Comisión de Dictamen Legislativo, la Iniciativa presentada por Miguel Francisco La Torre Sáenz, Diputado a la Sexagésima Quinta Legislatura del Congreso del Estado de Chihuahua, por la Fracción Parlamentaria del Partido Acción Nacional, por medio de la cual propone reformar el artículo 35 de la Ley de Deuda Pública para el Estado y sus Municipios, a efecto de establecer la prohibición de realizar cualquier operación de crédito público, para financiar gasto corriente.
II.- La mencionada Iniciativa se sustenta fundamentalmente en lo siguiente:
“Con fecha 26 de mayo de 2015, se publicó en el Diario Oficial de la Federación, decreto que reformaron y adicionaron diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios; con esta reforma se pretende fomentar el uso responsable y adecuado del financiamiento obtenido del crédito público, y a contribuir a transparentar y fortalecer las haciendas estatales y municipales para conseguir el manejo sostenible de las finanzas públicas. 

Como consecuencia de lo anterior y para estar acorde con la reforma federal,  el 30 de diciembre de 2015, por medio del Decreto 951/2015 IX P.E, publicado en el Periódico Oficial del Estado se reformaron diversos preceptos de la Constitución Estatal, en materia de disciplina financiera; 

Cada uno de los preceptos plasmados en la Constitución del Estado, satisfacen a cabalidad las reformas planteadas en nuestra Carta Magna, referente a la materia de Disciplina financiera, cumpliendo con ello la armonización que señala el artículo tercero transitorio de la citada reforma federal. 

Posteriormente el 27 de abril de 2016, fue publicada en el Diario Oficial de la Federación, la Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios; dicha ley tiene por objeto establecer los principios generales presupuestarios, de deuda pública, transparencia y de rendición de cuentas, que permiten, entre otras cosas, un manejo sostenible de las finanzas públicas, así como el uso responsable del endeudamiento de las entidades federativas y los municipios, para con ello procurar la estabilidad económica del país.

Derivado de lo anterior y con la finalidad de dar cumplimiento al artículo tercero transitorio de la citada Ley de Disciplina Financiera, que establece la obligación para las entidades federativas, de realizar las reformas necesarias para acatar  lo señalado por esta regulación, el 22 de septiembre de 2016, se aprobó por esta Asamblea Legislativa el Decreto 1578/2016 XXI P.E; el cual tenía como objetivo armonizar la Ley de Deuda Pública del Estado de Chihuahua,  estableciendo criterios generales de responsabilidad hacendaria y financiera para el Estado y sus Municipios. 

Cabe señalar que por medio de las reformas citadas se logró un avance considerable en la materia, ya que la intención del legislador era dar cabal cumplimiento a las disposiciones señaladas tanto en la Constitución  Federal, como en la Ley de Disciplina Financiera.

Sin embargo con la reforma del 26 de mayo de 2015, se plasmó en nuestra Constitución Federal en su artículo 117 fracción VIII Párrafo Segundo, una prohibición absoluta de destinar empréstitos para cubrir gasto corriente; y en el mismo sentido el  30 de diciembre de 2015, se adecuo nuestra Constitución Local en el numeral 165 TER Segundo Párrafo.

Es por ello que a la luz del análisis de nuestra legislación se encontró, que en la reforma del 22 de septiembre de 2016, correspondiente al Decreto 1578/2016 XXI P.E; en el artículo 35 la Ley de Deuda Pública, se denota una confusión al prohibir de manera general realizar cualquier operación de crédito público para financiar gasto corriente, pero exceptuar ciertos supuestos. 

Pues si bien es cierto que nuestra Constitución Local por medio del artículo 64 fracción IX señala la manera y las bases en que se podrán celebrar  contratos, empréstitos y otorgue garantías sobre el crédito del Estado, también señala que debe llevarse a cabo bajo las limitaciones que dicta el Artículo 117, fracción VIII, Segundo Párrafo de la Constitución General el cual a la letra dice:
“Los Estados y los Municipios no podrán contraer obligaciones o empréstitos sino cuando se destinen a inversiones públicas productivas y a su refinanciamiento o reestructura, mismas que deberán realizarse bajo las mejores condiciones del mercado, inclusive los que contraigan organismos descentralizados, empresas públicas y fideicomisos y, en el caso de los Estados, adicionalmente para otorgar garantías respecto al endeudamiento de los Municipios. Lo anterior, conforme a las bases que establezcan las legislaturas en la ley correspondiente, en el marco de lo previsto en esta Constitución, y por los conceptos y hasta por los montos que las mismas aprueben. Los ejecutivos informarán de su ejercicio al rendir la cuenta pública. En ningún caso podrán destinar empréstitos para cubrir gasto corriente.”

Lo que  quiere decir, que este precepto constitucional establece prohibición absoluta para que los estados adquieran financiamiento a través de crédito público que sea destinado para cubrir el gasto corriente, teniendo únicamente la salvedad de autorización temporal que se estableció en el artículo noveno transitorio en relación con el  artículo 14 último párrafo de la Ley de Disciplina Financiera.

Es por ello que en base a lo anteriormente expuesto y en total acato a la supremacía Constitucional, se pretende reformar el citado ordenamiento para suprimir la excepción que se hace permisiva en el contenido del mismo, y que pudiera ser violatoria del artículo Constitucional.”
III.- Esta Comisión de Programación, Presupuesto y Hacienda Pública, después de estudiar el asunto que nos ocupa, formula las siguientes 
CONSIDERACIONES

I. Al analizar las facultades competenciales de esta Comisión de Dictamen Legislativo, quienes la integramos, no encontramos impedimento alguno para conocer del presente asunto, de conformidad con las atribuciones que al Poder Legislativo confieren su Ley Orgánica en el numeral 87.
II.  La Iniciativa de marras propone reformar el artículo 35 de la Ley de Deuda Pública para el Estado de Chihuahua y sus Municipios, en relación a eliminar la excepción planteada por la redacción del mencionado numeral, respecto a la prohibición de realizar cualquier operación de crédito público, para financiar el gasto corriente.
III. Tras el análisis de la propuesta que nos ocupa, encontramos que se fundamenta en la reforma al Artículo 117 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
 respecto a la prohibición de destinar empréstitos para cubrir gasto corriente, en contraposición a lo que preceptúa el numeral 35 de la Ley de Deuda Pública para el Estado de Chihuahua y sus Municipios, que establece tres excepciones:
ARTÍCULO 35. Queda prohibido, en general, realizar cualquier operación de crédito público para financiar gasto corriente, con excepción de lo previsto en los artículos 4, párrafo tercero; 23 y 34  de esta Ley. 
 
IV. Para comprender cabalmente el concepto de regularidad jurídica y sus alcances, conviene recordar las leyes modernas se regulan positivamente es decir que resultan ser órdenes jurídicos jerarquizados. Esta cualidad conlleva el que se considere que las distintas normas jurídicas que los componen derivan su validez por el hecho de no resultar contrarias a lo dispuesto por normas jurídicas de jerarquía superior. Así, por ejemplo, una ley será considerada válida siempre que haya sido creada por el órgano competente, siguiendo el procedimiento establecido al efecto y recogiendo o no desconociendo los contenidos de las normas superiores, i. e., de la Constitución.
 La sola admisión de la jerarquía normativa no resuelve de por sí el problema del control de la regularidad, sino que es necesario que en los distintos órdenes jurídicos se incorporen normas jurídicas que prevean.
En base a lo anterior, los miembros de esta comisión de Programación, Presupuesto y Hacienda Pública, creemos suficiente el argumento constitucional mencionado, para encontrar una excepción contenida en una Ley ordinaria contraria a la Norma Constitucional, ya que resulta clara la prohibición plasmada en el Artículo 117 Constitucional, no dejando ningún margen para interpretación, toda vez que es precisamente un candado para adquirir deuda adicional para el pago de gasto corriente de las administraciones estatales y municipales.
La propuesta implica cerrar definitivamente la práctica del endeudamiento subnacional, que los Estados de la Federación, practican ya desde varias décadas, adquiriendo créditos para corregir faltantes en su presupuesto anual.
La reforma contenida en la propuesta planteada, busca armonizar la legislación estatal con la Constitución Federal, que a su vez abona a prevenir el problema de endeudamiento irresponsable por parte de las administraciones estatales y municipales, atemperando el daño que estas prácticas hacen a la economía nacional.
Así las cosas, esta Comisión no encuentra obstáculo legal alguno para acceder a lo solicitado la Iniciativa comentada, por lo que con fundamento en el artículo 88 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, artículo 80 del Reglamento Interior y de Prácticas Parlamentarias del Poder Legislativo ambos del Estado de Chihuahua, somete a la consideración de este H. Congreso del Estado, el dictamen que contiene el siguiente proyecto de:
D E C R E T O

ARTÍCULO ÚNICO.- Se  reforma el  artículo 35 Primer Párrafo; de la Ley de Deuda Pública del Estado de Chihuahua; para quedar redactado de la siguiente manera:

ARTÍCULO 35. Queda prohibido, en general, realizar cualquier operación de crédito público para financiar gasto corriente.

...
T R A N S I T O R I O S
ARTÍCULO ÚNICO. - El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Económico.- Aprobado que sea túrnese a la Secretaría, para que elabore la minuta del Decreto, en los términos en que deba publicarse.
DADO en el Salón de Sesiones del Poder Legislativo, en la Ciudad de Chihuahua a los veinte días del mes de diciembre de dos mil dieciséis.
POR LA COMISIÓN DE PROGRAMACIÓN, PRESUPUESTO 

Y HACIENDA PÚBLICA

  
	DIP. JESÚS ALBERTO VALENCIANO GARCÍA

PRESIDENTE



	DIP. ADRIANA FUENTES TÉLLEZ

SECRETARIA


	DIP. RUBÉN AGUILAR JIMÉNEZ

VOCAL



	DIP. JORGE CARLOS SOTO PRIETO

VOCAL


	DIP. MIGUEL ALBERTO VALLEJO LOZANO

VOCAL




Esta hoja de firmas corresponde al dictamen recaído a la Iniciativa presentada por Miguel Francisco La Torre Sáenz, Diputado a la Sexagésima Quinta Legislatura del Congreso del Estado de Chihuahua, por la Fracción Parlamentaria del Partido Acción Nacional, por medio de la cual propone reformar el artículo 35 de la Ley de Deuda Pública para el Estado y sus Municipios, a efecto de establecer la prohibición de realizar cualquier operación de crédito público, para financiar gasto corriente.







� “Los Estados y los Municipios no podrán contraer obligaciones o empréstitos sino cuando se destinen a inversiones públicas productivas y a su refinanciamiento o reestructura, mismas que deberán realizarse bajo las mejores condiciones del mercado, inclusive los que contraigan organismos descentralizados, empresas públicas y fideicomisos y, en el caso de los Estados, adicionalmente para otorgar garantías respecto al endeudamiento de los Municipios. Lo anterior, conforme a las bases que establezcan las legislaturas en la ley correspondiente, en el marco de lo previsto en esta Constitución, y por los conceptos y hasta por los montos que las mismas aprueben. Los ejecutivos informarán de su ejercicio al rendir la cuenta pública. En ningún caso podrán destinar empréstitos para cubrir gasto corriente.”





� ARTICULO 4. En las iniciativas de Ley de Ingresos que se presenten al Congreso, deberán preverse los montos de endeudamiento anual. Únicamente por causa debidamente justificada, podrá el Estado celebrar operaciones adicionales de endeudamiento, para cumplir compromisos de inversión de carácter extraordinario  surgidos con posterioridad a la aprobación de dicha ley, previa autorización del Congreso, cuando se requiera conforme a la legislación vigente. 





En la iniciativa a que se refiere este artículo el Ejecutivo del Estado acompañará la información relativa al estado que guarda su deuda pública.





Tratándose de créditos contraídos para cubrir necesidades de flujo de efectivo para hacer erogaciones previstas en el presupuesto, no será necesario obtener la autorización del Congreso del Estado, siempre y cuando se amorticen en un plazo menor o igual a un año.  [Párrafo reformado mediante Decreto No. 1578-2016 XXI P.E. publicado en el P.O.E. No. 77 del 24 de septiembre de 2016]





ARTICULO 23.  Los Ayuntamientos,  con la autorización de la mayoría de sus integrantes, podrán contratar créditos o empréstitos que puedan pagarse dentro del período administrativo en que aquellos se otorguen.





Asimismo, podrán contratar créditos o empréstitos que comprometan al municipio por un plazo mayor al del período  en funciones, siempre y cuando: el pago de la deuda contraída y sus intereses no exceda del período de las siguientes dos administraciones municipales; medie autorización de  por lo menos las dos terceras partes de sus integrantes; el monto pendiente a cargo de las subsecuentes administraciones municipales, no exceda al 10% del presupuesto correspondiente al ejercicio fiscal inmediato anterior al  que se hayan celebrado los contratos; y, los recursos que se obtengan se  destinen a infraestructura del municipio.





Así mismo, con la aprobación de las dos terceras partes, podrán contraer obligaciones plurianuales derivado de la celebración de contratos de proyectos de inversión pública a largo plazo.





ARTÍCULO 34.  Las entidades públicas podrán contratar obligaciones a corto plazo sin autorización del Congreso, siempre y cuando se cumplan las siguientes condiciones:


 


I.  	En todo momento, el saldo insoluto total del monto principal de estas obligaciones a corto plazo no exceda del 6 por ciento de los Ingresos totales aprobados en su Ley de Ingresos, sin incluir financiamiento neto, de las entidades públicas durante el ejercicio fiscal correspondiente. 





II.  	Las obligaciones a corto plazo queden totalmente pagadas a más tardar tres meses antes de que concluya el periodo de gobierno de la administración correspondiente, no pudiendo contratar nuevas obligaciones a corto plazo durante esos últimos tres meses. 





III.  	Las obligaciones a corto plazo deberán ser quirografarias. 





IV.  	Ser inscritas en los Registros Públicos correspondientes.





Para acreditar la contratación bajo las mejores condiciones de mercado de los financiamientos,  las entidades públicas deberán implementar un proceso competitivo con, por lo menos, dos diferentes instituciones financieras, del cual obtenga una oferta irrevocable de financiamiento.


 


La temporalidad de dicha propuesta no se deberá diferir más de 30 días naturales y deberá tener una vigencia mínima de 60 días naturales.





El Estado y los Municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, emitirán los lineamientos necesarios para el desarrollo del proceso competitivo a que refiere este artículo. 








� El control de regularidad de las reformas constitucionales,  JOSÉ RAMÓN COSSÍO D. mayo 1997, pag 1
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